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1. Introducción

Chile no cuenta con normas constitucionales ni legales que regulen de 
forma integral la actuación de la Administración mediante decisiones al-
gorítmicas. No obstante, a partir de un estudio efectuado en 2021, se de-
tectó el uso de 92 sistemas de decisiones automatizadas o semiautomati-
zadas (en adelante, SDA) en 54 instituciones públicas (Garrido et al., 2021). 
En 2024, un nuevo estudio cifró los algoritmos públicos en 117 (GobLab, 
Universidad Adolfo Ibáñez, 2025).

Dado que el uso de estas herramientas es una realidad en nuestro 
país, su implementación debe efectuarse con pleno respeto al marco jurí-
dico constitucional y legal vigente1. Al respecto, resulta relevante destacar 
que, en los últimos años, se ha observado una creciente incorporación de 
normas específicas en la materia, así como de instrucciones y lineamien-
tos de carácter infralegal, que han establecido diversas reglas orientadas a 
garantizar el uso responsable, ético y transparente de estas tecnologías, y 
a proteger los derechos de las personas potencialmente afectadas, como 
abordaremos más detalladamente a lo largo de este informe. Un ejemplo 
de ello es la nueva ley que regula la protección y el tratamiento de los da-
tos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (Ley 
21.719, 2024), cuerpo legal que aborda, entre otros aspectos, las decisiones 
basadas en el tratamiento automatizado de datos personales, incluida la 
elaboración de perfiles, aunque contempla ciertas reservas para la Admi-
nistración.

En el ámbito internacional, Chile se adhirió en 2019 a las Recomen-
daciones sobre Inteligencia Artificial del Consejo de la OECD (Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos [OECD], 2024), con-
virtiéndose en uno de los primeros países en adoptar estos lineamientos. 
En 2021, la UNESCO aprobó su Recomendación sobre la Ética de la Inteli-
gencia Artificial (Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura [UNESCO], 2021) y desarrolló la metodología “RAM” 
(por sus siglas en inglés) para ayudar a los Estados a identificar su nivel de 
preparación. Nuestro país fue el primero de la región en implementarla, 

1. Lo que abarca la Constitución Política de la República y los cuerpos normativos que
regulan la actividad administrativa, tales como la Ley que establece las Bases de los Procedi-
mientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado 
(Ley 19.880, 2003); la Ley sobre Acceso a la Información Pública (Ley 20.285, 2008); la Ley 
sobre Transformación Digital del Estado (Ley 21.180, 2019); la Ley Orgánica Constitucional de 
Bases Generales de la Administración del Estado (Ley 18.575, 1986); y la Ley sobre Protección 
de la Vida Privada (Ley 19.628, 1999), entre otras leyes de aplicación especial.
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con la participación de más de 300 personas en siete mesas de discusión 
(Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación [MinCien-
cia], 2023).

En esta línea, estimamos importante establecer certezas regulatorias 
para la investigación, desarrollo e implementación de la inteligencia arti-
ficial (en adelante, IA). Chile ha avanzado en dicho sentido, modernizan-
do el marco jurídico vigente y estableciendo lineamientos infralegales que 
guíen su uso. Si bien es indiscutible que estas herramientas reportan im-
portantes beneficios a nivel social, económico y cultural, también pueden 
generar diversos riesgos, lo que hace necesario establecer salvaguardias 
que otorguen seguridad jurídica y protección tanto a sus operadores como 
a los eventualmente afectados.

Ahora bien, dado que estas tecnologías se caracterizan por estar en 
constante evolución y perfeccionamiento, la regulación complementaria 
es fundamental para afrontar dicho dinamismo, siendo indispensable la 
dictación de los reglamentos y decretos necesarios para operativizar las le-
yes. Además, resulta necesario reforzar la regulación mediante instruccio-
nes, directrices y circulares internas en las instituciones.

2.  �Marco normativo habilitante para el uso de inteligencia artificial
en la toma de decisiones administrativas: límites y posibilidades

Aunque la normativa chilena no regula expresamente el uso de herramien-
tas de IA en la toma de decisiones administrativas, en 2021 el país dio un 
primer paso al aprobar la Política Nacional de Inteligencia Artificial, actua-
lizada en 2024 (Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innova-
ción [MinCiencia], 2024). Este instrumento propone avanzar en una regula-
ción e institucionalidad que aborde el uso de esta tecnología (Ministerio de 
Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación [MinCiencia], 2024: 37-38), 
construyendo un marco regulatorio integral que permita su investigación, 
desarrollo y uso responsable, respetando los derechos fundamentales.

Su plan de acción contempla diversas medidas, entre las que desta-
can: la dictación de la Circular sobre el uso ético de la Inteligencia Artificial 
en el sector público; la generación de espacios participativos para la actua-
lización de la Política Nacional de Inteligencia Artificial; la promulgación 
de la Ley Marco de Ciberseguridad (Ley 21.663, 2024); la aprobación de la 
Ley de Protección y Tratamiento de Datos Personales; y la modernización 
de la Ley de Compras Públicas (Ley 19.886, 2003).
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Entre otras iniciativas gubernamentales, se han fijado estándares para 
los órganos de la Administración que desarrollen, implementen o utilicen 
herramientas de IA (Circular 711, 2023), en línea con la Agenda de Moderni-
zación del Estado 2022-2026 (Ministerio de Hacienda, 2022), desplegada en 
varios ejes de acción: implementación de la Ley de Transformación Digital 
del Estado (Ley 21.180, 2019), Estrategia Nacional de Datos, Red de Inte-
roperabilidad del Estado, políticas de compras tecnológicas y mejora del 
Sistema de Evaluación de Inversiones Tecnológicas.

Finalmente, existen diversos proyectos de ley en tramitación que bus-
can legislar sobre la materia, los que van desde modificaciones del Código 
Penal por el uso indebido de IA hasta regulaciones sectoriales de estos sis-
temas, la robótica y tecnologías conexas2. Pero, sin duda, el proyecto de ley 
más ambicioso en este ámbito es el que busca regular exhaustivamente los 
sistemas de IA, y que se encuentra en tramitación desde el 7 de mayo de 
2024 (Proyecto de Ley, Boletín 16821-19, 2024).

3.  �Las Administraciones públicas ante el fenómeno de la inteligencia
artificial: situación actual

La actuación de la Administración a través de sistemas de automatización 
que actúen como soporte de la decisión formal o que puedan configurar 
la decisión final es una realidad en Chile, y si bien no existe una norma que 
permita expresamente la automatización total de este tipo de decisiones, 
encontramos en nuestra Ley de Procedimiento Administrativo (Ley 19.880, 
2003) una definición de acto administrativo (artículo 3) que no prohíbe la 
utilización de estos sistemas o algoritmos, estimándose que dicha activi-
dad está amparada por la exigencia de eficiencia y eficacia de la actuación 
administrativa (artículos 9, 13 y 32), así como por la celeridad de los procedi-
mientos administrativos (artículo 7). 

Asimismo, en la Ley de Transformación Digital del Estado (Ley 21.180, 
2019) se incorporan ciertas definiciones en el uso de estas herramientas 
mediante el establecimiento de principios generales relativos a los medios 
electrónicos, disponiéndose que, en la tramitación de los procedimientos 
administrativos a través de dichos medios, se deberá cumplir con los prin-

2. Otras iniciativas legislativas son las contenidas en los boletines 15.935-07, que modifica
el Código Penal para sancionar el mal uso de la IA (15 de mayo de 2023); 15.869-19, que regula 
los sistemas de IA, la robótica y las tecnologías conexas, en sus distintos ámbitos de aplica-
ción (24 de abril de 2023); y 16.021-07, que modifica el Código Penal para incorporar, como 
circunstancia agravante de la responsabilidad, el uso de IA en la comisión de un delito (13 de 
junio de 2023).
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cipios de neutralidad tecnológica, actualización, equivalencia funcional, fi-
delidad, interoperabilidad y cooperación. 

Adicionalmente, existen importantes avances a nivel infralegal me-
diante instructivos que reconocen expresamente la posibilidad de adoptar 
decisiones de forma automatizada. Entre ellos, destacan las recomenda-
ciones del Consejo para la Transparencia sobre transparencia algorítmica 
(Res. Exenta 372, 2024), donde se define el SDA como: 

�“Cualquier tecnología, sistema o proceso que, mediante un sistema in-
formático, ayude, asista, apoye o reemplace la toma de decisiones por 
parte de un individuo que se desempeña en un sujeto obligado y que 
luego se plasman en un acto administrativo; o en un acto con efectos 
jurídicos para el caso de que la entidad no dicte actos administrativos 
propiamente tal”.

De esta forma, se evidencia una orientación normativa que reconoce 
el uso de estas tecnologías, incluyendo la posibilidad de sustituir la toma de 
decisiones. Sin embargo, existe consenso en que, para materias especial-
mente complejas —ya sea por su impacto en los derechos de los ciudada-
nos o por tratarse de decisiones con cierto margen de discrecionalidad—, 
debe garantizarse algún grado de intervención humana.

En esta línea, es dable mencionar la Recomendación de la UNESCO 
(2021), que destaca la necesidad de supervisión y decisión humanas, seña-
lando que los Estados miembros deberían velar por que siempre sea posi-
ble atribuir la responsabilidad ética y jurídica, en cualquier etapa del ciclo 
de vida de los sistemas de IA, incluidos los recursos relacionados con estos, 
a personas físicas o a entidades jurídicas existentes (pp. 22 y ss.).

En armonía con lo anterior, la reciente ley que regula la protección y 
el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de 
Datos Personales (Ley 21.719, 2024) recoge esta preocupación y establece 
el deber del responsable de datos de adoptar las medidas necesarias para 
asegurar los derechos y libertades del titular, tales como el derecho a la 
información y transparencia, el derecho a obtener una explicación, a la in-
tervención humana, a expresar su punto de vista y a solicitar la revisión de 
la decisión (artículo 8 bis).

Por la misma vía transita el Proyecto de Ley que regula los sistemas de 
inteligencia artificial (2024), iniciativa que considera como principios apli-
cables a sus destinatarios —entre ellos la Administración— la intervención y 
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supervisión humanas, poniendo de relieve que estos sistemas deben desa-
rrollarse y utilizarse como herramientas al servicio del ser humano, con res-
peto a la dignidad humana y a la autonomía personal, y operar bajo control 
y vigilancia humanos (artículo 4). 

Con todo, uno de los mayores desafíos en este tipo de regulaciones se 
relaciona con el control de los actos discrecionales que utilicen SDA, consi-
derando el mayor estándar de motivación exigible. Aquí, la intervención hu-
mana es fundamental, cumpliendo una función preventiva, pero también 
correctiva en la ponderación de los intereses en juego. Asimismo, resulta 
clave el control jurisdiccional posterior, que asegure la protección de los de-
rechos de los afectados frente a eventuales decisiones arbitrarias, sesgadas 
o discriminatorias, haciendo efectiva la responsabilidad de los funcionarios
públicos y organismos comprometidos.

Si bien los principios tradicionales del derecho en relación con la activi-
dad administrativa son útiles para enfrentar el avance de las herramientas 
tecnológicas, resultan insuficientes para comprender las complejidades de 
su funcionamiento, por lo que es importante desarrollar una comprensión 
específica de este fenómeno a través de lineamientos que reflejen adecua-
damente sus particularidades. 

3.1. � Grado de implementación y uso de la inteligencia artificial por 
parte del sector público

En Chile se utilizan sistemas de IA para la adopción de decisiones indivi-
duales dentro de la Administración pública. De hecho, es uno de los países 
de la región que más utiliza sistemas de IA, según un reciente informe de 
la CEPAL (2025)3. 

En el ámbito local, estudios de campo relevantes4 han mostrado una 
tendencia sostenida al alza en el uso de este tipo de sistemas. Así, entre 

3. Al respecto, a finales de 2024, la CEPAL publicó un informe en el cual presentó un ma-
peo de 272 sistemas de IA en el sector público, desplegados en 20 países de la región. De los 
principales hallazgos del reporte, se establece que la mayoría de los sistemas identificados 
(79 %) se concentran en pocos países, a saber: Colombia (64), Chile (45), Brasil (33), Argentina 
(24), México (23) y Uruguay (21) (Comisión Económica para América Latina y el Caribe [CEPAL], 
2025: 22).

4. En este sentido, el Laboratorio de Innovación Pública de la Escuela de Gobierno de la
UAI (GobLab UAI) y el Consejo para la Transparencia presentaron, en 2021, la primera muestra 
de un catastro de SDA en la Administración pública, elaborado con información enviada vo-
luntariamente por más de 280 entidades públicas y en donde se exponen ejemplos concre-
tos de uso de SDA, muestra que se ha ido actualizando y robusteciendo en el tiempo hasta 
la fecha.
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2021 y 2025, los algoritmos públicos catalogados como SDA se incrementa-
ron desde 50 a 117 (GobLab, Universidad Adolfo Ibáñez, 2025).

En los últimos años, el laboratorio GobLab UAI ha mantenido un robus-
to repositorio de algoritmos utilizados en la Administración pública5, que 
distingue dos categorías: a) sistemas que apoyan la toma de decisiones a 
través de información y/o análisis automatizado, que se utiliza como insu-
mo para la decisión humana; y b) sistemas que toman decisiones de mane-
ra automatizada, en tanto se otorga a la máquina la atribución autónoma 
de la decisión.

Todo lo anterior refleja que el uso de SDA ha alcanzado, en los últimos 
años, un alto grado de implementación y se encuentra en constante ex-
pansión en nuestro país.

3.2. � Formas de obtención o adquisición de los sistemas de inteligencia 
artificial

Recientemente se constató que, de los 117 algoritmos detectados en Chile 
en 2024, el 19,7 % fue desarrollado por las propias instituciones públicas, sin 
información sobre la asignación o no de un presupuesto especial para su 
implementación; el 43,6 % sí cuenta con información sobre su financiación; 
y el 36,8 % no cuenta con esta información (GobLab, Universidad Adolfo 
Ibáñez, 2025: 55).

En cuanto a la fuente de financiación, se evidencia que un 42,7 % se 
financia con fondos institucionales, un 14,7 % por la Agencia Nacional de 
Investigación y desarrollo, un 10,7 % con fondos internacionales, un 9,3 % 
con fondos concursables regionales, un 8 % a través de la Corporación de 
Fomento de la Producción, un 6,7 % con fondos del sector privado, un 6,7 % 
por fondos concursables sectoriales, y un 1,3 % a través de universidades 
nacionales. 

De conformidad con este diagnóstico, se ha manifestado preocupa-
ción por la opacidad de la financiación de estos sistemas, pues se conoce 
el monto de la financiación en apenas un 28,7 % de los casos. Lo anterior 
se intensifica al constatar casos en que la información no fue hecha públi-
ca, pese a que podrían haberse destinado recursos mediante licitaciones o 
haberse recibido financiación por medio de fondos concursables (GobLab, 
Universidad Adolfo Ibáñez, 2025: 61-62). 

5. Disponible en https://algoritmospublicos.cl/.
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3.3. � Nivel de conocimiento y formación de los empleados para el 
correcto manejo de la inteligencia artificial

En Chile se ha constatado la existencia de dificultades para comprender 
qué constituye un SDA, debido a la ausencia de un lenguaje común o no-
menclatura que delimite las tecnologías involucradas (Garrido et al., 2021: 
14). Asimismo, se ha observado que un alto número de estos sistemas ope-
ra con datos personales y sensibles, sin existir un criterio o certificación que 
mida su uso seguro.

Incluso, en las primeras encuestas realizadas, algunos servicios públi-
cos negaban la existencia y uso de SDA por desconocimiento, a pesar de 
que su implementación había sido difundida por la prensa o canales insti-
tucionales. Estas deficiencias se reflejan en la transparencia algorítmica, al 
existir escasa información disponible para los ciudadanos sobre su funcio-
namiento, financiación e información técnica, más aún cuando el desarro-
llo del algoritmo ha sido externalizado a un privado6. 

Finalmente, los distintos SDA utilizados por los servicios públicos se 
encuentran aislados o fragmentados, sin lineamientos comunes sobre su 
ejecución, control y alcance. De gran parte de estos problemas organizati-
vos se hace cargo el impulso normativo de Chile en esta materia, junto con 
la Política Nacional de Inteligencia Artificial.

Sin lugar a dudas, para superar este tipo de dificultades en el desa-
rrollo y correcta implementación de los SDA se requiere dotar de mayor 
preparación a los funcionarios que interactúan o ejecutan estos sistemas. 

En ese sentido, ya en el 2023 el Gobierno emitió una circular con li-
neamientos para el uso de IA en el sector público, fijando instrucciones a 
los funcionarios públicos que desarrollen, implementen o utilicen estas 
tecnologías (Circular 711, 2023). Luego, la Política Nacional de Inteligencia 
Artificial contempla un subeje regulatorio enfocado en el desarrollo de 
herramientas para su uso ético y programas de capacitación a funciona-
rios públicos, con miras a superar estas brechas (Ministerio de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, 2024: 30). Con el mismo fin, destaca la Guía de 

6. Este hallazgo, evidenciado en un primer informe de 2021 por GobLab UAI (Garrido et
al., 2021: 3), fue una de las razones que motivaron la dictación de la resolución (Res. Exenta 
372, 2024) del Consejo para la Transparencia sobre transparencia algorítmica, considerando 
“la ausencia de un mecanismo común para que los sujetos obligados bajo la Ley de Transpa-
rencia puedan mostrar, de forma transparente, responsable, útil y accesible, los sistemas de 
decisiones automatizadas y semiautomatizadas que están utilizando”.
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formulación ética de proyectos de ciencia de datos (Universidad Adolfo 
Ibáñez - División de Gobierno Digital, 2022), que entrega directrices for-
mativas sobre aspectos clave como el tratamiento de datos personales, 
transparencia, sesgos, y riesgos éticos y legales en SDA. 

Se espera así que estas definiciones programáticas se materialicen 
en el mediano plazo a través de instrumentos y mecanismos idóneos de 
capacitación a los funcionarios del sector público, a fin de generar altos 
estándares en la utilización de sistemas automatizados.

3.4. � Los mecanismos de control administrativo de los sistemas de 
inteligencia artificial

En ausencia de un mecanismo de control específico para los sistemas de 
IA, les resultan plenamente aplicables los controles administrativos y ju-
risdiccionales vigentes, del mismo modo que a cualquier acto o procedi-
miento administrativo. 

Hasta ahora, más que controles estrictos o correctivos, se observan 
controles orientados a establecer pautas para la gestión o uso de SDA 
o IA, centrados en aspectos tales como la protección de derechos de las
personas, privacidad y uso de datos (Circular 711, 2023), y transparencia
y explicabilidad (Res. Exenta 372, 2024)7. Estos instrumentos constituyen
estándares que deben observarse al ejercer control institucional sobre el
uso de IA en la Administración pública, ya sea por vías administrativas o
jurisdiccionales.

Sin perjuicio de lo anterior, la nueva Ley 21.719 (2024) —que entrará en 
vigor en diciembre de 2026— es la norma más significativa y sofisticada en 
este ámbito. Este cuerpo normativo regula la protección y el tratamiento 
de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Perso-
nales, instaurándola como autoridad de control nacional en la materia. Su 
relevancia es evidente para la regulación de SDA si se considera que al me-
nos el 58,1 % de los algoritmos implementados en el sector público utiliza 
datos personales y sensibles. 

7. De acuerdo con dicha resolución, se define la “transparencia algorítmica” como una
herramienta consistente en la publicación que permita conocer la existencia, modo de inte-
racción, objetivos, finalidades, funcionamiento, resultados, datos y otras cualidades o infor-
maciones mínimas sobre los antecedentes generales y relevantes de los SDA, destinada a 
prevenir resultados injustos, arbitrarios o que afecten indebidamente derechos fundamen-
tales.
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Así, esta ley viene a ofrecer un marco regulatorio y de control robusto, 
otorgando a la Agencia la facultad de dictar instrucciones y normas gene-
rales y obligatorias en la materia, fiscalizar su cumplimiento y determinar 
las infracciones. Además, impone responsabilidades administrativas al jefe 
superior del órgano público y a sus funcionarios, quienes deben velar por 
que el tratamiento de datos se ajuste a los principios que establece dicha 
ley, incluyendo deberes de reserva y confidencialidad (GobLab, Universidad 
Adolfo Ibáñez, 2025: 53).

Asimismo, se reconocen diversos derechos para el titular de los datos 
personales, como el de acceso a información sobre el tratamiento de sus 
datos y el derecho a oponerse a ser objeto de decisiones basadas en el tra-
tamiento automatizado, incluida la elaboración de perfiles, cuando estas 
produzcan efectos jurídicos en él o le afecten significativamente, con cier-
tas excepciones (artículo 8 bis). 

En relación con este último derecho —específico para nuestro análisis—, 
cabe señalar que la ley excluye su aplicación a los servicios públicos (artícu-
lo 21), determinación del legislador que, a nuestro entender, contradice la 
orientación establecida en la circular gubernamental (Circular 711, 2023), que 
sí protege la privacidad y el uso de datos en IA o sistemas automatizados. 

Con todo, esta aparente limitación normativa debe ser matizada con 
el derecho de oposición general (artículo 23) que resulta aplicable a la Ad-
ministración. 

La ley contempla también un reclamo de tutela de derechos ante la 
Agencia (artículo 41), procedimientos sancionatorios por infracciones que 
sean constatadas en el marco de su fiscalización (artículo 42), y una acción 
indemnizatoria por vulneración de los principios, derechos y obligaciones 
establecidos en dicha ley (artículo 47). Asimismo, incorpora una novedosa 
fórmula de control interno en los servicios públicos a través de un modelo 
de prevención de infracciones y un programa de cumplimiento, incluyen-
do la designación de un delegado de protección de datos personales (ar-
tículos 48 y ss.).

4.  �El impacto de la inteligencia artificial en los derechos de
participación de los interesados y en la transparencia de la
actividad administrativa

El uso de herramientas automatizadas trae asociados riesgos que pueden 
redundar en la afectación de los derechos de participación y la transparen-
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cia, pues un problema central es su opacidad, siendo un desafío abordar 
estos sistemas en relación con las obligaciones de transparencia vigentes, 
los principios democráticos y los derechos fundamentales de las personas.

En materia de transparencia, la resolución del Consejo para la Trans-
parencia (Res. Exenta 372, 2024) resulta ser un instrumento de avanzada 
relevante en este sentido, ya que da recomendaciones que guían la actua-
ción de los servicios públicos que operan con SDA, entre las que destacan 
la necesaria observancia del principio de lenguaje claro en la entrega de 
información sobre SDA, la transparencia en su contratación y desarrollo, el 
derecho de acceso a la información ante solicitudes relacionadas con estos 
sistemas, y la concurrencia de causales de secreto o reserva de la informa-
ción.

Asimismo, propone recomendaciones de transparencia proactiva, 
que incluyen mantener a disposición permanente del público anteceden-
tes actualizados de aquellos SDA que afecten derechos fundamentales o 
el acceso a beneficios estatales, así como información relacionada con el 
funcionamiento, lógica y uso de los SDA en general, que se debe proveer 
de manera concisa y utilizando lenguaje claro, de forma que sea posible 
comprender las principales razones, criterios o factores que les permiten 
entregar o alcanzar sus resultados u objetivos.

En lo que respecta a los derechos de participación, existe un marco 
normativo nacional que promueve espacios de participación ciudadana. 
En efecto, la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado (Ley 
18.575, 1986) reconoce a las personas el derecho de participar en políticas, 
planes, programas y acciones públicas (título IV). Asimismo, se reconocen 
por ley mecanismos de participación, tales como tener acceso a la infor-
mación relevante de manera oportuna, completa y accesible; intervenir en 
consultas ciudadanas o en cuentas públicas participativas; y participar en 
los denominados Consejos de la Sociedad Civil (Ley 20.500, 2011). Adicio-
nalmente, en el plano local, y pese a su escaso uso, las municipalidades 
pueden someter a plebiscito materias de administración local (Ley 18.695, 
1988: artículo 104). 

Por último, la circular gubernamental (Circular 711, 2023) establece 
dentro de sus lineamientos la necesidad de involucrar a la ciudadanía y a 
la sociedad civil en el diseño e implementación de herramientas de IA, a 
través de consultas públicas y otros mecanismos de participación. En esta 
línea, el Ministerio de Ciencia y Tecnología, Conocimiento e Innovación, ha 
impulsado instancias de participación que reúnen a representantes del 
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sector privado, expertos de la industria y la academia para fomentar el uso 
ético y seguro de la IA (Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e 
Innovación [MinCiencia], 2025).

Por su parte, en cuanto a iniciativas de información, formación y edu-
cación dirigidas a los ciudadanos, Chile fue el primer país del mundo en 
implementar la metodología “RAM” de la UNESCO (2023), en la que parti-
ciparon más de 300 personas en siete mesas de discusión. Los resultados 
obtenidos dieron paso a la actualización de la Política Nacional de Inteli-
gencia Artificial iniciada en 2023, así como a la necesidad de avanzar en 
diversas iniciativas regulatorias (Proyecto de Ley, Boletín 16821-19, 2024).

Esta política nacional consideró como eje los “factores habilitantes”, 
esto es, elementos basales que posibilitan la existencia y el despliegue de 
sistemas de IA. En este contexto, la actualización del año 2024 consideró 
esencial impulsar programas de educación y capacitación sobre el uso éti-
co de la IA para funcionarios públicos y ciudadanía. Actualmente se en-
cuentran en ejecución diversos programas de capacitación para funciona-
rios públicos, docentes y estudiantes, con el fin de preparar a la ciudadanía 
para la adopción de IA. Estas iniciativas incluyen formación en pensamien-
to computacional, ética digital y programación8.

5.  �Las garantías procedimentales frente a actos administrativos
algorítmicos

5.1. � El alcance de la utilización de sistemas de inteligencia artificial 
para la adopción de actos administrativos

Los actos administrativos automatizados —al igual que cualquier acto for-
mal— deben observar los principios generales de legalidad, impugnabili-
dad, transparencia y publicidad. Desde una perspectiva ciudadana, resul-
tan igualmente esenciales el respeto al principio de contradictoriedad y el 
cumplimiento del deber de motivación de dichos actos. En consecuencia, 
el deber de observar todo este marco jurídico por la Administración del Es-
tado permite someter el uso de estos sistemas a los mecanismos de control 
tradicionales, sean administrativos o jurisdiccionales, e incluso al control 
ciudadano, lo que contribuye a limitar su alcance y garantizar la correcta 
aplicación de estos sistemas. 

8. Para más detalles, ver: https://www.minciencia.gob.cl/areas/inteligencia-artificial/
Inteligencia-Artificial/.
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Nuestro ordenamiento jurídico es lo suficientemente amplio como 
para abarcar los procedimientos administrativos que dan origen a actos 
automatizados, por lo que las garantías reconocidas a los ciudadanos en el 
marco de dichos procedimientos les son plenamente aplicables. No obs-
tante, ello no impide que los esfuerzos legislativos se orienten a estable-
cer normas específicas que otorguen salvaguardas adicionales en aquellos 
procedimientos administrativos que incorporen sistemas de automatiza-
ción o IA.

En esta línea, y específicamente en relación con la protección y el tra-
tamiento de los datos personales, se observa que la normativa reciente (Ley 
21.719, 2024) positiviza el derecho a oponerse y a no ser objeto de decisiones 
basadas en el tratamiento automatizado de sus datos, incluida la elabo-
ración de perfiles, que produzca efectos jurídicos en él o le afecte signifi-
cativamente (artículo 8 bis)9. Sin embargo, este derecho específico no es 
aplicable al sector público y a sus procedimientos administrativos (artículo 
21), pese a que sí resulta oponible a la Administración el derecho general de 
oposición que asiste al titular de los datos (artículos 4 y 8). 

Esta exclusión del sector público no es baladí, ya que la propia norma 
agrega que, en todos los casos de decisiones basadas en el tratamiento 
automatizado de datos personales, el responsable deberá adoptar las me-
didas necesarias para asegurar los derechos y libertades del titular, su dere-
cho a la información y transparencia, el derecho a obtener una explicación, 
a la intervención humana, a expresar su punto de vista y a solicitar la revi-
sión de la decisión (artículo 8 bis). Es decir, reconoce y blinda al ciudadano 
de un conjunto de garantías, en sintonía con la debida protección que la 
dogmática jurídica ha planteado en este ámbito.

Una garantía procedimental plenamente aplicable a la Administración 
a partir de esta ley es el deber de información y transparencia, debiendo 
facilitar y mantener permanentemente a disposición del público, en parti-
cular: “l) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración 
de perfiles. En tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, 
así como las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el titular” 
(artículo 14 ter).

9. Sin embargo, esta oposición no se aplicará en los siguientes casos: a) cuando la decisión 
sea necesaria para la celebración o ejecución de un contrato entre el titular y el responsable; 
b) cuando exista consentimiento previo y expreso del titular en la forma prescrita en el artícu-
lo 12; c) cuando lo señale la ley, en la medida en que esta disponga el empleo de salvaguardas 
a los derechos y libertades del titular.
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5.2. � Límites y salvaguardias jurídicas frente a la adopción de actos 
administrativos algorítmicos

Normativamente, en Chile no se han regulado mecanismos procedimenta-
les específicos que protejan a los ciudadanos frente a decisiones automati-
zadas. Sin embargo, se han reconocido un conjunto de garantías a propó-
sito de la reforma de la ley de protección de datos personales en decisiones 
individuales automatizadas (Ley 21.719, 2024: artículo 8 bis y ter). Estos cri-
terios, a nuestro juicio, pueden hacerse extensivos a todo procedimiento 
que utilice SDA, pese a la limitación legal antes referida, ya que incluso se 
recogen en gran medida como principios en el proyecto de ley sobre IA 
actualmente en tramitación. 

Estas garantías comprenden el derecho a oponerse a ser objeto de de-
cisiones basadas en el tratamiento automatizado de sus datos personales, 
frente a afectaciones significativas; el derecho a la información y transpa-
rencia; el derecho a obtener una explicación del uso de algoritmos; el dere-
cho a la intervención humana en el proceso; el derecho a expresar su punto 
de vista; el derecho de bloqueo del tratamiento de datos personales; y el 
derecho a revisar la decisión a través de mecanismos específicos. 

Sobre este último aspecto, resulta importante fijar estándares de mo-
tivación acordes con las complejidades asociadas al uso de estas tecnolo-
gías, que permitan entregar a la ciudadanía información clara y accesible. 
En esta línea, la resolución gubernamental (Res. Exenta 372, 2024) va en la 
dirección correcta, recomendando informar proactivamente los SDA utili-
zados, las lógicas que aplican estos sistemas y su funcionamiento.

Al respecto, cabe destacar que ya existen pronunciamientos judiciales 
que, en aplicación de los principios antes mencionados, han constatado 
infracciones del deber de motivación en actos administrativos en los que 
se han utilizado algoritmos sin informar adecuadamente su uso dentro 
del procedimiento, generando indefensión. Tal fue el caso del proceso de 
revaluación de bienes raíces —base para la determinación del impuesto 
territorial— en el cual se usaron sistemas automatizados basados en algo-
ritmos10, sin que fuera informado al contribuyente. En particular, el tribunal 
reconoce como parte de su deber de fundamentación la obligación de “dar 
a conocer al contribuyente cuál fue la manera en que aritméticamente se 

10. Tribunal Tributario y Aduanero de Atacama, causa Rol N.º 23-9-0000027-5, de 21 de
diciembre de 2023. En el mismo sentido, sentencia del mismo tribunal dictada en causa Rol 
N.º 22-9-0000968-2, de 6 de septiembre de 2023.
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arribó al monto del reavalúo”11, de forma que es legítimo considerarlo infun-
dado, confuso y arbitrario12.

5.3.  Propuestas de mejora

Si bien el marco normativo vigente y las garantías procedimentales apli-
cables a las decisiones formales adoptadas por la Administración abarcan 
las decisiones algorítmicas individuales, estimamos necesario avanzar en 
la consolidación de reformas legislativas específicas que contemplen las 
particularidades propias de este tipo de decisiones, escenario auspicioso si 
se considera que muchas de estas medidas prioritarias ya se encuentran 
recogidas en el proyecto de ley sobre IA y en la Ley 21.719 (2024), y entre las 
cuales destacan:

i)  �El reconocimiento normativo de procedimientos administrativos
automatizados basados en IA o algoritmos, definiendo los casos en
que estará permitido o prohibido según su riesgo, promoviendo su
simplificación cuando corresponda y regulando las exigencias ope-
rativas de esta clase de sistemas.

ii)  �La consolidación de normas sobre transparencia y explicabilidad
a nivel general. Es fundamental reforzar el principio de publicidad
cuando se utilicen estas tecnologías en SDA, a través de meca-
nismos registrales a disposición de la ciudadanía y del deber de
informar que en la decisión se utilizaron algoritmos. Adicional-
mente, debe garantizarse el derecho del ciudadano a una expli-
cación de los criterios utilizados por los algoritmos para la toma
de decisiones13.

iii)  �El establecimiento de mecanismos de revisión específicos, acota-
dos y expeditos frente a decisiones discrecionales adoptadas con

11. Considerando vigésimo.
12. Previamente, en el considerando decimonoveno se resalta que la fundamentación del 

acto es un elemento de su esencia, y desconocer las razones por las que se realizó una reva-
luación territorial (basada en un algoritmo) genera indefensión. En el considerando vigésimo, 
el tribunal reprocha que solo con ocasión de esta instancia jurisdiccional la reclamada pone 
a disposición de la actora importantes antecedentes, que no fueron expuestos en la etapa 
administrativa correspondiente, lo que resulta contrario a las normas constitucionales y ad-
ministrativas y vulnera también gravemente los derechos de los contribuyentes.

13. En la línea de lo establecido en el Reglamento europeo de Protección de Datos (RGPD), 
principalmente en los artículos 3, 15 y 22, sobre derecho a la transparencia de las decisiones 
automatizadas.
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SDA, más allá de la regulación especial cuando estos incorporen 
datos personales (Ley 21.719, 2024).

iv) � El reconocimiento de la obligatoriedad de la intervención humana, 
a fin de atribuir siempre responsabilidad al órgano o funcionario 
público en cualquier etapa del ciclo de vida de los sistemas de IA.

v) � La definición de la exigencia y estándar en la motivación de este 
tipo de decisiones, requiriendo a quien ejecute el SDA que comu-
nique cuál es la lógica involucrada en la decisión que le afecte. 

6.  El control judicial de las decisiones administrativas algorítmicas

Dado que la decisión individual algorítmica constituye una actuación for-
mal del servicio público, le resultan plenamente aplicables los mecanismos 
de revisión jurisdiccional establecidos para los actos administrativos en ge-
neral. En consecuencia, corresponde a los tribunales de justicia conocer y 
resolver las reclamaciones o acciones contenciosas interpuestas en contra 
de este tipo de decisiones14. 

De este modo, y ante la inexistencia de jueces con competencia espe-
cífica contencioso-administrativa, los tribunales que pueden revisar deci-
siones administrativas basadas en algoritmos son los tribunales ordinarios 
con competencia civil, que conocen de acciones de nulidad de derecho pú-
blico15 o de reclamaciones contenciosas especiales determinadas por ley; 
y las Cortes de Apelaciones, a través de una acción amplia de protección 
de derechos fundamentales, que ha operado en la práctica (y más allá de 
su naturaleza cautelar) como un extraordinario contencioso administrativo 
general, desformalizado, para controlar casi cualquier decisión de la Admi-
nistración.

Adicionalmente, a partir de la entrada en vigor de la Ley 21.719 (2024), 
los tribunales serán competentes para conocer de acciones indemnizato-
rias derivadas de vulneración de derechos en la protección de datos per-
sonales que hayan sido declaradas por la Agencia de Protección de Datos 

14.  En la medida en que la ley les entregue el conocimiento de estos asuntos, ya sea de 
manera específica (esto es, una vía de revisión especial para una materia determinada), re-
sidual (es decir, una competencia ordinaria para conocer de la nulidad de los actos adminis-
trativos en general), o a través de la vía cautelar en la protección de derechos (siendo la más 
importante la acción de protección de derechos fundamentales que establece la Constitu-
ción Política de la República).

15.  Mecanismo de revisión contencioso general y residual, cuya finalidad es la supresión 
de un acto administrativo ilegal, debido a su declaración de nulidad.
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Personales16. Asimismo, las Cortes de Apelaciones conocerán de las recla-
maciones de ilegalidad contra los pronunciamientos de dicha agencia en 
que se declare el incumplimiento o la vulneración de derechos estableci-
dos en la ley de protección de datos personales, entre ellos, el derecho a 
oponerse a decisiones basadas en el tratamiento automatizado de sus da-
tos personales.

Por último, cabe señalar que el alcance del control jurisdiccional, por 
regla general, es total, pudiendo los tribunales declarar la ilegalidad y anular 
total o parcialmente el acto administrativo y operar con poderes de plena 
jurisdicción. En sede cautelar pueden, además de declarar una ilegalidad, 
ordenar la ejecución de acciones positivas o la abstención de la Adminis-
tración. 

7.  �La responsabilidad de las Administraciones públicas por daños
derivados del uso de sistemas de inteligencia artificial

7.1. � Naturaleza y alcance de las responsabilidades

El órgano de la Administración pública que toma la decisión automatizada 
en el ejercicio de sus competencias, por regla general será el único respon-
sable de los efectos jurídicos de la decisión, que recaen en el jefe superior 
del servicio, o en algún órgano interno conforme lo establezca la ley.

Luego, se puede hacer efectiva la responsabilidad administrativa y civil 
del funcionario público que, en particular, incurrió en una ilegalidad en el 
procedimiento o decisión automatizada. En el ámbito de la protección de 
datos personales, nuestro ordenamiento establece expresamente el prin-
cipio de responsabilidad del jefe superior del servicio y del funcionario in-
fractor. No obstante, existe completa incertidumbre sobre si es procedente 
la responsabilidad concurrente de las empresas a las que se les delegó o 
subcontrató el desarrollo del sistema.

Frente a la ilicitud de un acto administrativo basado en un algoritmo, 
se pueden generar distintos tipos de responsabilidades —penales, civiles y 
administrativas—, organizadas bajo el siguiente esquema:

16. Esta acción viene a reemplazar el actual mecanismo de habeas data en la protección
de datos personales conforme a la regulación vigente, cuya competencia corresponde al juez 
civil ordinario.
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–  �Responsabilidad patrimonial de la Administración, a través de la
imputación de una falta de servicio (Ley 18.575, 1986: artículos 4 y
42), a partir de la declaración de ilegalidad de la decisión algorítmi-
ca. Si la decisión algorítmica ilícita vulnera datos personales prote-
gidos por la ley, se reconoce expresamente el derecho a reclamar
una indemnización (Ley 21.749/2024, artículo 47).

–  �Responsabilidad patrimonial del funcionario, a través de una acción
de repetición. Ante la existencia de una falta personal del funciona-
rio que participó en la ilicitud del algoritmo y que generó un per-
juicio indemnizado por la Administración, se podría ejercer una ac-
ción de repetición por el monto pagado por esta última (Ley 18.575,
1986: artículo 42).

–  �Responsabilidad patrimonial contable del funcionario, mediante
un juicio de cuentas por mal uso de recursos en la producción o eje-
cución de algoritmos ilícitos, siempre que sea imputable a su culpa
o negligencia y cause una pérdida o un deterioro en el patrimonio
fiscal que administraba.

–  �Responsabilidad disciplinaria, frente a la infracción de sus obliga-
ciones o deberes funcionariales, con independencia de la responsa-
bilidad civil o penal que también implique. En el ámbito de las deci-
siones algorítmicas, la nueva ley de protección de datos personales
establece un conjunto de obligaciones y deberes del responsable
del tratamiento de datos —que puede ser el jefe de servicio o un
funcionario del servicio— (Ley 21.749/2024, título II) que, en caso de
infracción, pueden ser susceptibles de sanciones disciplinarias. En
el caso de las infracciones gravísimas, se considera una falta grave a
la probidad administrativa (artículo 34).

–  �Responsabilidad especial del servicio, mediante la suspensión del
uso del algoritmo ilícito. En caso de que se impongan multas por in-
fracciones gravísimas reiteradas al jefe del servicio por la utilización
de un algoritmo ilegal que vulneró datos personales, la Agencia de
Protección de Datos Personales podrá disponer la suspensión de
las operaciones y actividades de tratamiento de datos, hasta por un
término de treinta días17. Si persiste el incumplimiento, persistirá la
suspensión indefinidamente (Ley 21.749/2024, artículo 38).

17. Esta suspensión de la utilización del algoritmo podrá ser parcial o total, y no podrá
decretarse cuando con ello se afecten los derechos de los titulares.
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–  �Responsabilidad penal frente a conductas de un funcionario públi-
co constitutivas de delito en el ejercicio de su cargo.

7.2. � La responsabilidad de los empleados públicos: el posible avance 
de la “administración defensiva”

Si miramos el uso que está dando la Administración a las herramientas al-
gorítmicas para la toma de decisiones individuales, pese a ir en aumento 
en tareas relacionadas con reconocimiento, predicción y detección —vin-
culadas principalmente a materias de seguridad— (GobLab, Universidad 
Adolfo Ibáñez, 2025: 54), existe cierta resistencia a implementar sistemas 
que tomen decisiones automatizadas basadas en IA, y más bien se utilizan 
con preferencia como sistemas que apoyan la toma de la decisión, siendo 
por tanto un insumo para la decisión humana y no su reemplazo.

Estas resistencias aparecen como legítimas ante factores como la au-
sencia de un marco regulatorio integral, la falta de incentivos para innovar 
responsablemente, la existencia de deficiencias en el conocimiento técnico 
del alcance de su uso y potenciales riesgos, la ausencia de un espacio se-
guro para su experimentación, el temor a enfrentar eventuales responsa-
bilidades del órgano o funcionario que las ejecuta, la falta de transparencia 
de los desarrolladores de estas tecnologías y la resistencia a reemplazar la 
decisión humana por razones intrínsecas a la costumbre y tradición jurídica 
en el funcionamiento histórico de los servicios públicos, todo lo cual genera 
un clima de “administración defensiva” en este ámbito.

8. Conclusiones

El uso de SDA por la Administración constituye una realidad que el Estado 
debe afrontar. Chile se posiciona como uno de los países latinoamericanos 
con mayor uso de IA en el sector público y el número de SDA ha aumen-
tado significativamente entre 2021 y 2025, reflejando una tendencia soste-
nida de adopción tecnológica en la toma de decisiones públicas. Se hace 
pertinente, entonces, avanzar hacia una regulación integral que aborde los 
desafíos que imponen este tipo decisiones basadas en IA o algoritmos en 
el ámbito administrativo. 
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Aun cuando no existe una regulación específica sobre el uso de SDA 
en las decisiones administrativas, Chile ha avanzado en el objetivo común 
de construir un marco habilitante en esta materia a través de políticas pú-
blicas, planes nacionales, circulares y resoluciones específicas para el uso 
de estos sistemas, leyes sectoriales y proyectos legislativos. Así, destacan la 
Política Nacional de Inteligencia Artificial; la Resolución sobre Transparen-
cia Algorítmica del Consejo para la Transparencia; la Ley Marco de Ciberse-
guridad; la Ley 21.180, sobre Transformación Digital del Estado; y el Proyec-
to de Ley que regula los sistemas de inteligencia artificial. Este conjunto 
normativo configura un entorno propicio para el desarrollo responsable de 
estas tecnologías.

Por su parte, cada vez son más los servicios públicos que han incorpo-
rado SDA en diversas funciones, pese a no existir una norma que autorice 
expresamente su uso, aunque tampoco lo prohíbe. Las leyes 19.880 (2003), 
21.719 (2024) y 21.180 (2019) permiten su integración bajo principios como 
eficiencia, celeridad y transparencia, sin perjuicio de reconocer la necesi-
dad de establecer ciertos límites, y la exigencia de intervención humana 
en decisiones que calificamos como complejas, en línea con estándares 
internacionales como los de la UNESCO.

De la revisión de los SDA existentes en nuestro país es posible eviden-
ciar que estos surgen de la propia iniciativa de los servicios, de forma hete-
rogénea y con diversidad de fuentes de financiación. Además, persiste una 
preocupante opacidad en la información sobre su origen y uso de recursos 
públicos, lo que plantea desafíos en materia de transparencia y rendición 
de cuentas. De la mano con lo anterior, se evidencian brechas significativas 
en el conocimiento técnico de los funcionarios públicos respecto del uso 
de SDA. 

En cuanto al control específico de los SDA en la toma de decisiones, 
más allá de estar sujetos a los mecanismos administrativos y jurisdicciona-
les tradicionales, instrumentos como la Resolución N.º 372 del Consejo para 
la Transparencia y la Ley 21.719 (2024) imponen estándares de transparen-
cia, explicabilidad y protección de datos personales, que fortalecen el con-
trol de estos sistemas. Por su parte, las garantías procedimentales frente 
a actos algorítmicos requieren ser reforzadas mediante el reconocimiento 
de derechos con aplicación general, como son la intervención humana, la 
explicabilidad, la revisión de decisiones y la oposición al tratamiento au-
tomatizado de datos. En este sentido, se precisó que el ordenamiento ju-
rídico chileno permite la aplicación de garantías procedimentales a actos 
automatizados, aunque la Ley 21.719 (2024) excluye expresamente al sector 
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público del derecho de oposición específico a las decisiones automatiza-
das, lo que genera tensiones con la voluntad gubernamental expresada en 
otros instrumentos.

En lo que al control judicial se refiere, las decisiones algorítmicas están 
sujetas a revisión mediante acciones de nulidad, reclamaciones contencio-
sas especiales y acciones cautelares de protección de derechos fundamen-
tales. Por su parte, la Ley 21.719 (2024) constituye un avance al ampliar la 
competencia judicial para conocer acciones indemnizatorias por ilegalidad 
y reclamaciones resueltas por la Agencia de Protección de Datos Perso-
nales, consolidando un sistema de control robusto e inédito, que incluso 
integra el proyecto de ley de IA en tramitación. 

Conforme a todo lo anterior, resulta necesario consolidar reformas 
legales que fortalezcan el control administrativo y judicial, asegurando la 
protección de los derechos fundamentales. En particular, se requiere avan-
zar en un marco legal de transparencia algorítmica y explicabilidad, que 
obligue a los órganos públicos a informar de forma clara y accesible sobre 
los sistemas automatizados que utilizan. Asimismo, es indispensable me-
jorar las normas del procedimiento administrativo, reconociendo expresa-
mente los procesos automatizados, regulando su uso y definiendo el rol de 
la intervención humana. La nueva ley sobre protección de la vida privada 
representa un avance en este sentido, al incorporar derechos como el ac-
ceso a información sobre SDA, la oposición a decisiones automatizadas y 
la posibilidad de presentar descargos, junto con mecanismos de revisión 
específicos.

Asimismo, es imperioso regular la relación entre entidades privadas y 
el sector público en el desarrollo y operación de SDA, estableciendo están-
dares que resguarden derechos y objetivos públicos. A ello se suma la nece-
sidad de establecer mecanismos de rendición de cuentas y auditorías, ex-
cluyendo algoritmos de alto riesgo y asegurando su fiscalización continua. 
En esto, el proyecto de ley que regula la IA avanza justamente en esa línea.

Finalmente, se destaca la importancia de fomentar la participación 
ciudadana en la formulación de políticas sobre IA, especialmente en deci-
siones individuales, en línea con los objetivos de la Estrategia Nacional de 
Inteligencia Artificial.
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